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Diálogos por la Justicia Cotidiana 

 

El pasado 28 de abril, el Presidente Enrique Peña Nieto firmó ocho iniciativas de reformas 

constitucionales, y cuatro de reformas legales, así como un Decreto Presidencial en materia de Justicia 

Cotidiana. Las modificaciones jurídicas antes mencionadas, son resultado de las propuestas que 

presentaron las nueve mesas de trabajo que conformaron los Diálogos por la Justicia Cotidiana, 

organizados por el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE). 

Los Diálogos por la Justicia Cotidiana representan el trabajo de una pluralidad de actores con el 

compromiso de lograr que todos los mexicanos tengamos acceso a una justicia pronta y eficaz. Su 

propósito se dirige a construir soluciones en materia de acceso a la justicia y del respeto a los derechos y 

obligaciones de las y los mexicanos. A demás de convertir las soluciones construidas en cambios reales 

en el comportamiento y la operación de los múltiples actores sociales en beneficio de una renovación de 

nuestras instituciones y la forma en la que vivimos la Justicia Cotidiana. 

Por estas razones en CLG Abogados nos dimos a la tarea de analizar el informe de trabajo, que 

las mesas integrantes de los Diálogos por la Justicia Cotidiana, publicaron como resultado de sus 

sesiones. Los temas que analizamos son: 

 Mejora de la enseñanza y del ejercicio del derecho; la mala calidad de los servicios jurídicos. 

 Justicia Civil y Familiar. 

 Resolución del Fondo del Conflicto y Amparo. 

 Organización y Funcionamiento de los Poderes Judiciales. 

 Política en Materia de Justicia 

 Asistencia Jurídica Temprana y Justicia Alternativa 
 

 Justicia Laboral 
 

 Medidas para reducir la Marginación Jurídica 
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Mejora de la enseñanza y del ejercicio del derecho; la mala calidad de los 

servicios jurídicos 

 

I. Situación actual 

Los foros para la justicia cotidiana identificaron como causas de la mala calidad en la prestación de 

servicios jurídicos las siguientes:  

 La calidad académica de las escuelas de derecho. 
 

 La falta de ética profesional. 
 

El primer punto se explica por la forma indiscriminada de otorgar el Registro de Validez Oficial de 

Estudios, ello sin considerar que existen planes de estudio y requisitos de titulación dispares que dan 

lugar a egresados con niveles heterogéneos de conocimientos. Por ello se requiere revisar de forma 

urgente la calidad de las escuelas de derecho en todo el país. 

El segundo punto, se explica a partir de que en la carrera universitaria no se pone énfasis sobre 

los valores en el ejercicio de la profesión de la abogacía (la falta de difusión, el fortalecimiento de 

conocimientos), lo que ocasiona una práctica indebida y la corrupción, máxime que no existen 

mecanismos de aplicación efectiva de sanciones para estas conductas. 

 

II. ¿Qué se ha hecho para atender estos problemas?  

Para el caso de los esquemas de formación profesional de abogados, entre las metas a alcanzar se 

plantearon las siguientes alternativas: 

 La revisión del marco jurídico aplicable a los servicios educativos prestados por particulares. 

 

 El establecimiento de un tronco común de materias a impartirse en las escuelas de derecho con 

el consecuente aumento en la calidad de los programas de formación de abogados. 

 

 La implementación de esquemas de certificación optativos para docentes. 
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 La revisión de los mecanismos de evaluación y de titulación de los alumnos. 

 

También se propone el establecimiento de un mecanismo mixto de control ético para abogados, 

que resuelva sobre las malas prácticas profesionales, el cual podría estar conformado por representantes 

de la Secretaria de Educación Pública, abogados destacados en el foro, y abogados representantes en la 

academia y universidades. Los colegios participarán como órganos de consulta del referido mecanismo. 

Para alcanzar dichos retos, conviene que a nivel legislativo se modifique la Ley General de 

Educación con el propósito de homologar criterios y requisitos mínimos para otorgar el reconocimiento 

de validez oficial a las escuelas particulares que imparten la carrera de derecho. La iniciativa normativa 

consiste en lo siguiente: 

 Reformar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para facultar al Congreso de 

la Unión, a emitir una regulación nacional de profesiones. 

 

 Expedición de una Ley que regule la práctica de abogados en toda la república, que contenga al 

menos:  

 

 Disposiciones éticas y sistemas de premios, sanciones y defensa de los abogados. 

 

 Práctica profesional supervisada.  

 

 Establecimiento, características, competencia y funcionamiento del mecanismo de control 

ético, designación de sus integrantes, responsabilidades y requisitos, etc.  

 

 Lineamientos para la certificación voluntaria docente, escuelas de derecho y abogados, esto 

implica que la colegiación de los abogados se mantenga como voluntaria (no forzosa) pero 

con los mecanismos de control antes narrados. 

 

 Además de reformar la ley general de educación, habría que hacer diversos ajustes a la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal y al marco jurídico de la Secretaria de Educación 

Pública. 
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III. Acciones a implementar  

En conclusión, lo que se propone es: 

 Unificar criterios para el otorgamiento del Registro de Validez Oficial de Estudios, así como 

ejercer una supervisión recurrente de dichos criterios. 

 Unificar contenido (mínimos) de los programas de estudio de instituciones particulares, 

fomentando que dichas instituciones los adopten. Para esos efectos se propone impulsar 

convenios de colaboración entre las autoridades educativas y las instituciones de educación 

superior públicas, con el objeto de que estas adopten el modelo de plan y programa de estudios.  

 En el caso de instituciones públicas de educación superior y de escuelas particulares que 

imparten educación superior con fundamento en los decretos presidenciales o acuerdos 

secretariales, será necesario suscribir convenios específicos para tal fin. 

 Impulsar programas de evaluación y autoevaluación de las instituciones. 

 Evaluar las competencias y habilidades mínimas de los egresados de la carrera de derecho. 

 Certificación docente y certificación de escuelas, para lo cual habrá que implementar un 

mecanismo optativo con base en sus competencias, esto es, conocimiento de la materia y las 

habilidades pedagógicas. 

 Certificación voluntaria para abogados, ya que en el supuesto de que se concibiera como 

obligatoria, se tendría que reformar la Constitución y proponer una ley que regule el ejercicio de 

la abogacía pues se establecerían requisitos para el ejercicio de una profesión, lo que en otras 

disciplinas no acontece. 

 Incorporación de la ética en la profesión jurídica, lo cual implica incluir en los planes de estudios 

materias y contenidos transversales que fortalezcan la formación ética de los futuros 

profesionales del derecho, así como la creación de un código de ética con reglas mínimas y 

obligatorias para todos los abogados. 

 Establecer mecanismos mixtos para premiar y sancionar prácticas de abogados. Dichos 

mecanismos estarían conformados por representantes de la Secretaría de Educación Pública, 

abogados destacados en el foro, de la academia y de universidades.  
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Justicia Civil y Familiar 

 

I. Situación actual 

El modelo de juicio civil utilizado en la mayoría de las entidades de nuestro país, es obsoleto y genera 

que las contiendas civiles y familiares se alarguen inexorablemente, podemos citar como ejemplos (que 

agudizan la problemática) los siguientes: 

 Las dificultades para lograr una notificación personal rápida. 
  

 El uso excesivo de medios de impugnación. 
 

 Los obstáculos para poder ejecutar las sentencias de los jueces. 
 

El hecho de que cada entidad tenga su propia legislación en materia civil y familiar provoca 

inseguridad jurídica en los individuos (precisamente por la multiplicidad de criterios u opiniones 

reflejadas en las sentencias), además de que no tiene sentido que los requisitos de la demanda, de la 

contestación a la demanda, de la práctica de las pruebas, de la sentencia, y de los recursos, sean 

distintos en cada entidad federativa.  

Para abonar a lo anterior, resulta significativo que a la fecha, no se haya publicado una obra 

doctrinal que se ocupe del Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual tiene más de 70 años de 

vigencia. Esta problemática se agrava si se pone en relieve algunos inconvenientes institucionales, tales 

como:  

 La falta de capacitación del personal. 

 La insensibilidad respecto de los asuntos a juzgar (en particular para la justicia infantil y de 

grupos vulnerables). 

 La falta de planeación organizacional. 

 Ausencia de una cultura de respeto, promoción y defensa de los derechos civiles y familiares de 

nuestra sociedad. 
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Además de los problemas antes listados, la dispersión legislativa no permite que los criterios 

jurisprudenciales (léase de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de los Tribunales Colegiados de 

Circuito y de los Plenos de Circuito) cumplan con su función esencial de uniformar la interpretación de la 

ley. Resulta indudable que el modelo de justicia civil y familiar, además de lento, está sujeto a 

formalismos procesales innecesarios. Los procedimientos, autoridades, plazos, y los requisitos procesales 

no están homologados, la negociación asistida de las partes no existe, el apoyo por parte de expertos 

(por ejemplo, psiquiatras, pedagogos, psicólogos) no se da, y peor aún, el dictado de las sentencias, su 

revisión y el procedimiento de ejecución son casi interminables. 

Otro punto relevante, es que no se han implementado instrumentos eficaces para la difusión del 

respeto, de la democracia, la justicia, la libertad, la solidaridad, y la honestidad, valores indispensables en 

cualquier sociedad. El desconocimiento de estos valores, y del derecho perse evita que las normas se 

acaten, es decir se afecta frontalmente al estado de derecho. La falta de la cultura de la legalidad 

ocasiona que no se canalicen los niveles de inconformidad de un modo ordenado, limitando la 

posibilidad de acceder a la justicia. 

 

II. Acciones a implementar 

En conclusión, lo que se propone es: 

 Reformas Legislativas. 

 

 Se ha impulsado la transversalización en las disposiciones jurídicas para incorporar un lenguaje 

incluyente (no discriminatorio). 

 

 Se ha procurado impulsar de manera permanente, la difusión, la promoción y respecto a los 

derechos humanos.  

 

 Se ha intentado subsanar de manera aislada la problemática en los procedimientos civiles a 

través de la formación de criterios jurisprudenciales. 
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III. Consecuencias de nuestra realidad 

 

Las consecuencias de la problemática antes comentada, se resume en los siguientes puntos: 
 

 Contar con diversidad de procedimientos civiles a nivel nacional ha implicado que la sociedad 

tenga una mala percepción y desconfianza de los tribunales de justicia, lo cual disuade a los 

tribunales para atender ante ellos. 

 

 Contar con juicios obsoletos genera mayor incremento en el consumo de recursos materiales y 

capital humano. 

 

IV. Soluciones 

 

La iniciativa consiste en reformar el artículo 73 constitucional a fin de dejar como facultad exclusiva del 

Congreso de la Unión, legislar en materia procesal civil y familiar en todo el país, para lo que se propone 

la creación de un Código Nacional de Procedimientos Civiles (incluyente con perspectiva de género, con 

procedimientos prontos y expeditos en el que se agilice la ejecución de las sentencias, se erradiquen las 

prácticas discriminatorias, se promuevan, respeten, protejan y garanticen los derechos humanos se vele 

por las personas, las familias y la sociedad en su conjunto). Dentro de las particularidades se incluyen el 

juicio oral, el juicio en línea, notificaciones electrónicas y sistemas de gestión operativa. 

 

V. Desarrollo de las soluciones 

 
Con el fin de simplificar y agilizar el emplazamiento y demás notificaciones personales, la mesa propone 

establecer reglas que permitan reducir las que deban realizarse de forma personal; crear reglas que 

permitan realizar de forma eficiente y ágil las notificaciones personales y los emplazamientos; e 

implementar una correcta coordinación entre las partes y el funcionario para que con la menor cantidad 

de actos procesales se realicen las diligencias. Lo anterior en virtud del principio de economía procesal. 

Para llevar a cabo estas soluciones se debe establecer que desde el inicio, en todos los 

emplazamientos se autorice la práctica de esta diligencia en días y horas inhábiles. Señalar que en el 

supuesto que exista oposición por parte del personal de vigilancia en los conjuntos habitacionales que 

impidan llevar a cabo el emplazamiento, el juez autorice el auxilio de la fuerza pública y el rompimiento 
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de cerraduras. Indicar que en el caso de domicilio equivocado, desde el escrito inicial de demanda la 

actora proporcione mayores datos de identificación del domicilio. 

Asimismo, se debe ponderar la necesidad de señalar el domicilio contractual, en lugar de aquel 

donde vive el demandado. Además de crear un mecanismo de coordinación a fin de generar acuerdos 

para regular las formas de notificación, con la posibilidad de extenderse a medios electrónicos para 

facilitar la efectividad de las mismas o flexibilizar las formas de notificaciones personales. Por último, se 

debe mejorar el sistema de notificación por estrados y únicamente notificar personalmente el 

emplazamiento. Estos supuestos deben incorporarse en el código nacional propuesto. 

Por otra parte, se debe establecer que el juez podrá ordenar la grabación del desarrollo de las 

diligencias de ejecución. Incorporar reglas de las medidas y providencias precautorias. También se 

propone seguir las reglas y la estructura del juicio oral mercantil para implementar el juicio oral civil en 

todo el país, y establecer directrices que corten la duración de los juicios. Así como limitar las 

impugnaciones durante el procedimiento a cuestiones irreparables. 

Se contempla la Incorporación de abogados privados en la defensa gratuita, particularmente en 

defensa de los grupos vulnerables. Para tal fin, se podría incorporar a los despachos privados a un 

sistema de apoyo a la ciudadanía bajo la premisa de compromiso social y reconocimiento mediante la 

firma de convenios de colaboración con universidades, colegios de profesionales, despachos de 

abogados e instituciones públicas. 
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Resolución del Fondo del Conflicto y Amparo 

 

En el marco del proyecto de los Diálogos por la Justicia Cotidiana, se encomendó a la mesa de trabajo 

titulada “Resolución del fondo del conflicto y amparo” la tarea de analizar de qué modo se debe 

fortalecer el amparo como medio extraordinario de control constitucional y desarrollar capacidades para 

privilegiar la resolución del fondo de los conflictos advirtiéndose que el amparo presenta dos 

problemáticas: 

 Es frecuentemente utilizado como una tercera instancia. 

 

 Sus sentencias principalmente resuelven cuestiones formales o de carácter procesal y no el 

fondo. 

 

I. Problemas específicos identificados y sus causas 

La problemática en la materia, centra sus causas en el uso excesivo del juicio de amparo como medio de 

resolución de controversias cotidianas, de manera específica en los siguientes puntos: 

 Falta de confianza en las instancias locales. 

En México existe una mayor confianza en la justicia federal que en la local basada en una 

percepción de que la justicia local es mala, que hay mayor profesionalización a nivel federal, 

porque a nivel local hay mucha corrupción. 

 Incentivos para ir al juicio de amparo. 

Hay una gran cantidad de incentivos para que los abogados aconsejen a las partes intentar la vía 

del amparo. Esto evidencia el problema de falta de ética entre los abogados, situación que 

resulta en detrimento de la carga de trabajo de los tribunales, y rezago en la resolución de 

asuntos en perjuicio de la sociedad. 

 Falta de cobertura o uso de mecanismos alternativos de solución de controversias. 

El artículo 17 constitucional reconoce los mecanismos alternativos de solución de controversias. 

Sin embargo, se presentan una serie de obstáculos; no existe una cultura de su uso, hay un 
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desconocimiento y desconfianza de los jueces en torno al uso de mecanismos alternativos de 

solución de controversias, ciertos conflictos no cuentan con mecanismos alternativos, las 

autoridades no tienen facultades para optar por mecanismos alternativos. 

 Falta de procedimientos ordinarios en algunas materias. 

En materias como competencia económica y telecomunicaciones no existen mecanismos 

ordinarios para la solución de conflictos, por lo que la atención de todos los conflictos debe 

realizarse en la vía de amparo. 

 

II. Falta de acceso a la justicia constitucional 

Una gran cantidad de personas (aquellas más vulnerables) no tienen acceso real a la justicia 

constitucional, ello se debe a las causas expuestas en los siguientes puntos: 

 El ciudadano común no conoce que tiene el juicio de amparo a su disposición para defenderse, y 

por otro lado, aquéllos que lo conocen, en ocasiones desconocen su propósito y alcance. 

 En la práctica, la justicia solo funciona para quienes tienen una buena defensa y ello, implica 

forzosamente pagar por la misma. Los costos de abogados privados son tales que solo una 

pequeña parte de la sociedad puede acceder a una defensa legal de calidad, aunado a que la 

defensoría de oficio es insuficiente. Además, existe desconfianza hacia la misma basándose en la 

creencia de que no están suficientemente capacitados. 

 Hay una enorme tendencia a priorizar las formalidades procedimentales sobre la resolución del 

fondo del asunto. Existe una percepción generalizada de que los jueces solo buscan las causales 

de improcedencia. Además, el exceso de las mismas y su primacía dentro del juicio, vulneran el 

derecho de acceso a la justicia. 

 Las normas son técnicas y de difícil entendimiento, incluso para los abogados expertos. 

 

III. Deficiencias del juicio de amparo 

El recurso procesal no resulta idóneo para un sistema progresista en torno a los derechos humanos. Hay 

una clara necesidad de que el juicio de amparo sea replanteado como un instrumento de derechos 
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humanos, que busque la reparación integral del quejoso desde la admisión de la demanda hasta el 

dictado de la sentencia. A continuación, exponemos algunas de las carencias de este recurso: 

 El juicio de amparo, en la práctica es demasiado formalista, burocrático, lento y poco eficiente. 

 El juicio de amparo tiene una serie de restricciones procedimentales que evitan que el juez ejerza 

su función de control constitucional en la defensa de los derechos humanos. Suele tomar una 

postura pasiva y formalista frente a los asuntos.  

 En cuanto a las deficiencias de las sentencias, nos encontramos con que en ocasiones no son 

acordes con la causa de pedir, y dejan sin satisfacción la pretensión de los quejosos. Al fijar los 

efectos de las mismas, suelen cometerse errores que generan que se tornen de imposible 

ejecución. También es común que las sentencias se emitan con un claro desconocimiento de las 

facultades y atribuciones de la autoridad responsable, lo que hace imposible que las autoridades 

les den cumplimiento. El procedimiento para reclamar el incumplimiento es poco claro, ya que 

incluye en muchos casos la participación doble de Tribunales Colegiados y la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, lo que retrasa los trámites. 

 Concebido con una finalidad restitutoria, el juicio de amparo no funciona como instrumento de 

preservación y reparación integral de los derechos fundamentales. Ello ocasiona que aún 

aquellos quejosos a quienes se les concede su pretensión, sientan insatisfacción y desprotección.  

 La falta de especialización de los juzgados genera mayores solicitudes de revisión a las sentencias 

de amparo y una mayor carga de trabajo para el Poder Judicial Federal. Esto se ha acentuado 

todavía más con la creación de regiones auxiliares, en donde es posible que un asunto que está 

en manos de un juez especializado, se remita para su resolución a otro, que carece de 

especialización y que no va a tener la cercanía de las partes para entender el asunto. 

 

IV. Deficiencias en la impartición de justicia constitucional 

El juicio de amparo también se ve afectado por el actuar de los impartidores de justicia, actividad que se 

ve afectada por las siguientes deficiencias: 

 Polarización de posturas entre los juzgadores  

 Diversidad y complejidad de fuentes para la interpretación  
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 Sentencias rebuscadas y con excesivo formalismo y tecnicismo  

 

V. ¿Qué se ha hecho para atender el problema? 

La reforma constitucional en materia de amparo buscó consolidar al juicio de amparo como un 

instrumento accesible, sencillo, eficaz y garante de los derechos humanos de las personas. Sin embargo, 

estos esfuerzos han resultado insuficientes. 

Como complemento a la reforma, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido una serie 

de “Protocolos de Actuación para Jueces Federales” para casos que involucren actores en situación de 

vulnerabilidad o de violaciones de derechos humanos. Dichos protocolos no han sido aplicados de 

manera uniforme ya que no son obligatorios. 

 

VI. Costos de los problemas 

El costo económico de tener que substanciar hasta sus últimas consecuencias procedimientos que 

podrían ser solucionados por otras vías es enorme. Por otra parte, el costo social de la consumación de 

violaciones de derechos humanos es incalculable, y contribuye a un clima de desconfianza hacia el 

sistema. 

En cuanto a la resolución del fondo de los conflictos, la mesa concluyó que es necesario 

fomentar una cultura entre servidores públicos para que prioricen la resolución efectiva de los conflictos. 

En este sentido, es necesaria la incorporación de un nuevo principio de justicia en el artículo 17 

constitucional para propiciar que los problemas se resuelvan de fondo. 

Es necesario llevar a cabo una revisión exhaustiva del orden jurídico en todos los niveles para 

identificar aquellas disposiciones que permiten o incentivan a las autoridades a perder de vista el fondo 

de un conflicto.  

 

VII.  Soluciones 

La mesa identificó las siguientes soluciones a los principales obstáculos de acceso a la justicia 

constitucional: 
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 Iniciativa legislativa 

Reformar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para introducir en el artículo 

17 como principio constitucional el privilegiar la resolución del fondo sobre la forma. 

 

 Política pública 

 

Debe buscarse que los procesos judiciales inicien y terminen en la misma jurisdicción y que el 

amparo no sea una solución universal para todos los litigios. Se debe limitar el empleo abusivo 

del amparo indirecto para cuestiones intraprocesales de imposible reparación que retrasan 

innecesariamente los juicios. 

 

Para que se lleven a cabo estas soluciones, es necesario que el Ejecutivo Federal presente una 

iniciativa de reforma al artículo 17 de la Constitución Políticas de los Estados Unidos Mexicanos. 

La viabilidad de las propuestas se incrementará en la medida en que se vea representada la 

pluralidad de criterios. Por ello, se sugiere la participación de universidades, organizaciones de la 

sociedad civil, colegios de abogados, abogados litigantes, operadores del sistema de justicia y expertos 

en la materia de las diferentes entidades del país.  
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 Organización y Funcionamiento de los Poderes Judiciales 

 

 

México se encuentra frente ante un aparato de justicia que carece de algunas capacidades para resolver 

satisfactoriamente los conflictos que conoce y ello trae como consecuencia una negatividad de la 

respuesta institucional y en la satisfacción de los mexicanos por lo que hace al acceso a la justicia. 

Al respecto, es posible advertir que existen diversos problemas que entorpecen la organización y 

funcionamiento de los poderes judiciales locales y federales para la administración de justicia, mismos 

que a continuación analizaremos. 

 

I. Asimetrías en las cargas de trabajo 

Es oportuno señalar que, de conformidad con el Instituto de Estadística y Geografía, tan solo en el año 

2013 se registraron 2, 142, 872 casos que fueron atendidos por los poderes judiciales locales; 35% en 

materia familiar; 30% en materia civil; 20% material mercantil; 13% penales y; 2% respecto de otras 

materias, por lo que hace al poder judicial federal, conoció tan solo 965, 096 casos, esto es una gran 

diferencia de carga de trabajo entre dichos poderes. 

Establecido lo anterior, es indudable que existen fuertes asimetrías entre los distintos poderes 

judiciales del país, mismas que inciden tanto en su independencia como en su organización, 

funcionamiento y eficacia. Estas asimetrías van desde la cantidad de recursos humanos materiales y 

financieros, hasta la aplicación de prácticas innovadoras en la gestión y administración de las diversas 

áreas de la institución. 

En esa misma línea, es oportuno mencionar que los recursos financieros no son asignados de 

manera eficiente, lo que genera una saturación en algunas materias, además de la importancia de las 

diferencias salariales que existen para los funcionarios del mismo rango, no solo entre las entidades 

federativas y la federación, sino en el mismo orden local.  

Desde el punto de vista presupuestal, en el año 2015 el conjunto de los poderes judiciales locales 

obtuvo recursos por la cantidad de $27, 600,000.00 de pesos, mientras que el poder judicial de la 

federación obtuvo la cantidad de $48, 707,000.00 de pesos; resulta evidente la diferencia que existe 

entre ambos poderes. 
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II. Confianza en la independencia de los poderes judiciales 

 

La independencia del Poder Judicial, o la carencia de la misma respecto a otros poderes influye en la 

manera en que los Juzgadores resuelven en uno u otro sentido, lo que se convierte en un componente 

crítico respecto de la percepción de los mexicanos como sociedad y al mismo tiempo político sobre el 

funcionamiento de los tribunales.  

 

La ausencia de independencia impacta de manera negativa a la administración de justicia por las 

siguientes razones:   

 

 Vulnerabilidad política, entendida como dependencia hacia el poder político. 
 

 Vulnerabilidad Financiera. 
 

 Vulnerabilidad a la corrupción.  
 

 

Al respecto, en muchas entidades federativas ha sido insuficiente la adopción de medidas para 

asegurar la autonomía política y financiera de los poderes judiciales para ser blindados en materia de 

corrupción.  

 

Es indudable que existe un alto porcentaje de mexicanos que desconfían de las autoridades 

judiciales para el ejercicio del cumplimiento de la justicia, ello en virtud de que a la fecha no se han 

identificado acciones específicas que permitan incrementar esa confianza a pesar de que se realizan 

esfuerzos individuales.  

 

 

III. Calidad del gobierno judicial insuficiente 

 

Este problema que atenta contra el acceso a la justicia por parte de los gobernados, lo vemos reflejado a 

través de las condiciones que existen actualmente para la impartición de justicia, mismas que le 

corresponde al gobierno judicial asegurar su cumplimiento.  

 

Sin embargo, debemos reconocer que no obstante de que existen grandes oportunidades para 

abatir los rezagos y mejorar la calidad de la justicia, no se ha realizado de manera eficiente ni con la 

calidad que esperan los mexicanos.  
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Al respecto, no debe pasar por alto que a mediados de los años noventa, México inició una 

profunda transformación en la creación de los consejos de la judicatura e instituciones análogas, con la 

finalidad de evaluar la eficiencia de los poderes judiciales a nivel local y federal. Dicha transformación 

tenía como objetivo dotar a las instituciones judiciales como órganos específicamente encargados del 

gobierno, administración y disciplina, para vigilar la eficiencia de la administración e impartición de 

justicia.  

 

En ese sentido, es necesario que se fortalezca esa transformación para separar las tareas 

administrativas de las jurisdiccionales, y establecer mecanismos de control y supervisión de la estructura 

institucional, para continuar con la creación de estos Consejos, pues no pasa inadvertido que estados 

como Baja California Sur, Campeche, Colima Chihuahua, Puebla, Oaxaca entre otros, aun no cuentan con 

estos organismos.  

 

 

IV. Debilidad en los mecanismos de carrera judicial 

 

La carrera judicial aún no opera de manera homogénea ni completa a nivel nacional, aunque en muchos 

sistemas de justicia estatal se ha implementado, continúan funcionando con deficiencias tanto en su 

diseño, como en la calidad de los impartidores de justicia. 

 

Por lo que hace a la formación y capacitación se observan serias deficiencias entre los programas 

que ejecuta cada tribunal local, lo que genera una negatividad en el contenido y ejecución de los 

instrumentos de formación continua. 

 

 

V. Debilidad en la dispersión de prácticas innovadoras dentro del aparato de gobierno judicial 

 

Es posible identificar que las prácticas de creación de sistemas, apoyados en tecnologías de la 

información, y la separación entre actividades administrativas y jurisdiccionales, no han tenido la 

suficiente propaganda en materias distintas a la penal. 

 

Un claro ejemplo, es la débil propagación para la oralidad en materia civil y mercantil, en las que 

esta técnica podría permitir disminuir considerablemente la duración de los juicios, principalmente en 

los asuntos de cuantía menor.  
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Se estima un plazo de hasta dos años un juicio escrito que se radique ante el Tribunal Superior de 

Justicia de la Ciudad de México, cuando al utilizar la técnica descrita podría ser de un aproximado de dos 

meses y medio en material civil y mercantil.  

 

 

VI. Justicia con cobertura insuficiente, lenta y de alto costo 

 

Es evidente que el aparato institucional ha impedido y limitado a los mexicanos a tener un acceso 

efectivo a la justicia, toda vez que la cobertura de los tribunales sigue siendo limitada y con un alto costo, 

situación que se agrava cuando se está en presencia de localidades alejadas de las “ciudades judiciales” o 

bien, en conflictos de cuantía menor.  

 

Llama la atención que el mecanismo de comunicación entre los tribunales es deficiente y no 

facilita la ejecución rápida y oportuna de los trámites y tareas vinculadas a la función jurisdiccional, 

porque no se han realizado los esfuerzos suficientes para implementar las innovaciones que permitan 

reducir el rezago y la impartición de justicia a un menor costo.  

 

Una vez identificados algunos de los principales problemas que no permiten la buena 

organización y funcionamiento de los poderes judiciales, es oportuno mencionar que se sugiere integrar 

un sistema nacional de impartición de justicia con la finalidad de optimizar la coordinación entre los 

poderes judiciales locales y federales, mejorar la eficiencia y calidad de la impartición de justicia a nivel 

nacional, fortalecer su independencia, y facilitar el acceso a los mexicanos de acudir a una instancia 

judicial que tenga como única finalidad la justicia. 

 

VII.  Soluciones 

Los Diálogos por la Justicia Cotidiana, realizaron una serie de propuestas para dar solución a los 

problemas antes mencionados, mismas que se integran a continuación.  
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A. Reformas constitucionales 

Al respecto, se propone llevar a cabo una reforma constitucional para fortalecer los poderes judiciales, 

asegurar su operación financiera, creación de los Consejos de la Judicatura en todas las entidades 

federativas, y crear un sistema nacional de impartición de justicia a través de una Ley General.  

 

B. Políticas Públicas 

Se busca la creación y consolidación del sistema nacional de impartición de justicia, como un espacio 

para diseñar, coordinar y evaluar una política nacional de impartición de justicia.  

Se propone, fortalecer la propagación de la justicia alternativa y otros mecanismos comunitarios 

para acercarlos a la población mexicana, así como la realización de convenios en las diversas 

instituciones y asociaciones para que en auxilio de los tribunales, puedan prestar servicios de asesoría.  

Aunado a lo anterior, se busca fomentar la cultura ciudadana en materia de denuncias en 

relación con las conductas de los servidores públicos que pudieran constituir responsabilidad 

administrativa. Es oportuno señalar el desarrollo de las propuestas mencionadas en párrafos que 

anteceden, como sigue:  

 Optimizar la coordinación de los poderes judiciales. 

Se propone integrar un sistema nacional de impartición de justicia, mismo que estaría 

compuesto, al menos por los poderes judiciales de las entidades federativas y el poder judicial de 

la federación; serviría para la coordinación entre ellos y para elaborar estándares en los 

diferentes ámbitos de la actividad jurisdiccional. 

 Fortalecer la autonomía de los poderes judiciales. 

Al respecto, se propone homologar los mecanismos de designación de jueces y magistrados 

locales, presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia y Consejeros de la Judicatura en las 

entidades federativas. 

 Mejorar el gobierno judicial. 

Para ello se propone crear e impulsar, a través del sistema nacional de impartición de justicia, un 

documento marco de gestión judicial que defina los principios mínimos que deben regir e 

identifique los procesos críticos en los que indispensablemente se deban implementar; se 
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recomienda impulsar las iniciativas que permitan traducir los contenidos del documento marco 

de gestión judicial en lineamientos que impacten tal gestión, mediante acuerdos entre 

Tribunales, creación de grupos de trabajo entre otros.  

 Impulsar el desempeño y carrera judicial. 

Para esta propuesta, básicamente lo que se busca es garantizar el acceso gratuito a cursos de 

preparación para todos los perfiles, establecer mecanismos para reclutar a los mejores 

egresados de las escuelas de Derecho del país, y establecer líneas para la formación y 

capacitación del personal de los poderes judiciales en activo, así como la capacitación 

especializada para materias que así lo requieran.  

 

 Facilitar el acceso a la justicia 

 

Se propone simplificar los procedimientos (especialmente para la justicia de cuantía menor), en 

todas las materias, especialmente familiar, civil, y mercantil, con el objetivo de que sean 

uniinstanciales, ello a través de una reforma constitucional que faculte al Congreso de la Unión 

para expedir un Código Nacional de Procedimientos Civiles. Por otro lado, se recomienda 

promover la creación de Tribunales Especializados en justicia de cuantía menor, en la que los 

procedimientos sean orales y desformalizados. 

 

.  
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Política en Materia de Justicia 

 

La mesa nueve de Diálogos por la Justicia Cotidiana, denominada “Política en Materia de Justicia”, 

aborda la problemática de ausencia de políticas públicas integrales en materia de justicia que ordenen 

esfuerzos al interior de la Administración Pública Federal y su relación con otros poderes. Este problema 

se debe principalmente a las siguientes razones: 

 No existe un mecanismo formal o algún encargado del diseño, implementación, seguimiento y 

evaluación de una política jurídica y, como parte de ella, del acceso a la justicia. 

 

 Hay insuficientes mecanismos formales de coordinación entre las dependencias y entidades del 

Gobierno Federal que tienen a su cargo funciones en materia de justicia, así como de 

coordinación. colaboración técnica e institucional entre el Poder Ejecutivo y los poderes 

judiciales federal y locales. 

 

 Concurre gran complejidad normativa que impacta de forma negativa el derecho de acceso a la 

justicia de las y los ciudadanos 

 

Derivado del estudio que realizó la mesa, identificó diversos problemas cuyo estudio 

abordaremos a continuación. 

 

I. Complejidad normativa 

Al respecto, mencionaremos los puntos negativos en el tema: 

 Demasiados ordenamientos crean un marco jurídico complejo, dificultan su revisión y 

sistematización y resultan poco accesibles para la ciudadanía. 

 

 Técnica legislativa. 

 

 No existe un contenido mínimo u homologado de leyes. 

 

 Difícil acceso a los ordenamientos. 
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 Dispersión competencial y duplicidad de funciones. 

 

 Leyes referidas a intereses particulares. 

 

 Falta de dirección de la legislación (a niveles normativos altos). 

 

 No hay claridad respecto a cuándo debe modificarse una ley. 

 

 Diferencias sustanciales en la legislación local crean una protección y garantía de derechos 

diferenciada. 

 

 Trámites complejos. 

 

 Incompleta armonización entre legislación nacional, estatal y municipal con instrumentos 

internacionales vinculantes para el Estado mexicano. 

 
 

II. Complejidad normativa 

 

 Disparidad en la calidad de servicios y en la eficiencia de servidores públicos. 

 

 Diversidad de criterios al interior de la Administración Pública Federal. 

 

 Falta de coordinación institucional con los poderes judiciales. 

 
 

III. Otros 

La insuficiente información y asesoría sobre trámites, servicios y procedimientos, aunado a los 

problemas antes señalados, traen consigo repercusiones en el patrimonio de la ciudadanía, obstaculiza el 

acceso a la justicia y la eficiente solución de los conflictos que deben atender las instituciones, exacerban 

la brecha de desigualdad, generan desconfianza en las instituciones y en los procedimientos de 

procuración y administración de justicia, provocan una gestión deficiente de recursos económicos y de 
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capital humano e inciden negativamente en la democratización de la sociedad mexicana y en el fomento 

al desarrollo económico del país. 

El análisis preliminar que se realizó, consistió en hacer un mapeo de autoridades y funciones en 

materia de justicia1 e identificación de los ordenamientos vigentes y órganos creadores de 

ordenamientos. 

Así, en el análisis preliminar se observa de manera concreta y precisa las funciones que realiza: la 

Oficina de la Presidencia de la República, las 16 Secretarías de Estado, Consejería Jurídica del Ejecutivo 

Federal, el Instituto Nacional Electoral, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el Instituto 

Nacional para la Evaluación de la Educación, la Comisión Federal de Competencia Económica, el Instituto 

Federal de Telecomunicaciones, y el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos. 

De las funciones analizadas, estas se dividen en dos tipos a saber: 

 Facultades amplias, cuya ejecución requiere de diversas acciones y cuyos efectos son generales 

(ej. regulación, elaboración de políticas y programas).  

 

 Facultades que pueden traducirse fácilmente en actos administrativos que impactan de manera 

directa en la esfera de derechos y obligaciones de uno o más particulares determinados, es decir, 

espacios en donde la Administración Pública Federal entra en contacto con la ciudadanía (ej. 

facultades de inspección, sanción, registro, expropiación, otorgamiento de permisos y 

concesiones, cobro de tarifas y multas). 

 

Por otra parte, se identificó que existen alrededor de 150,000 ordenamientos vigentes a nivel 

nacional; 57,120 a nivel federal y 45,373 en las entidades federativas. Una parte importante de 

ordenamientos se encuentra en los municipios, sin embargo, esto complica su obtención y compilación. 

Existe una multiplicidad de órganos creadores de ordenamientos. Al interior de la Administración 

Pública Federal, las dependencias, los organismos descentralizados y los órganos desconcentrados 

tienen facultades para emitir regulaciones en sus respectivas materias. Estas regulaciones pueden tomar 

la forma de decretos, reglamentos, acuerdos presidenciales o secretariales, lineamientos, resoluciones, 

normas oficiales mexicanas, circulares, avisos, reglas de operación, entre otros. Esto crea un marco 

jurídico complejo, dificulta su revisión y sistematización, pero sobre todo resulta poco accesible para el 

ciudadano. 

                                                           
1 Se excluyeron del análisis todas las funciones en materia penal y de seguridad pública. 
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La Comisión Federal de Mejora Regulatoria trabaja a través de diversos programas con la 

administración pública federal, los estados y municipios para maximizar los beneficios de su regulación, 

minimizar costos y simplificar sus trámites y servicios. Sin embargo, considerando el volumen de la 

producción normativa y la diversidad de órganos creadores, el alcance de su gestión es limitado. 

En virtud de lo anterior, la mesa “Política en Materia de Justicia” ejemplifica las acciones que ha 

tomado del Poder Ejecutivo: 

PROBLEMA ACCIONES 

Demasiados ordenamientos crean un marco 

jurídico complejo, dificultan su revisión y 

sistematización y resultan poco accesibles para 

el ciudadano. 

I. Creación de COFEMER. 

II. Acuerdo por el que se instruye a las 

dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, así 

como a la Procuraduría General de la 

República a abstenerse de emitir 

regulación en las materias que se 

indican. 

El lenguaje de la normativa es de difícil 

comprensión para la mayoría de las personas. 

I. Campañas de difusión de derechos. 

II. manuales dirigidos a los servidores 

públicos de la Administración Pública 

Federal con la finalidad de que estos 

produzcan textos normativos que sean 

claros y de fácil lectura (Manual de 

Lenguaje Ciudadano y Manual de 

Lenguaje Claro). 

Técnica legislativa. I. Creación del portal del Sistema de 

Información Legislativa; 

Difícil acceso a los ordenamientos. I. Se administra el portal 

www.ordenjuridico.gob.mx, en el cual 

compila la legislación federal, estatal y 

municipal, así como la normativa 

internacional. 

Dispersión competencial y duplicidad de 

funciones. 

I. Publicación del Decreto que establece 

las medidas para el uso eficiente, 

transparente y eficaz de los recursos 
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públicos, y las acciones de disciplina 

presupuestaria en el ejercicio del gasto 

público, así como para la 

modernización de la Administración 

Pública Federal, estableció las 

obligaciones de las dependencias y 

entidades de la Administración Pública 

Federal de elaborar un diagnóstico 

sobre la estructura orgánica con la que 

cuentan, sus procesos internos, así 

como del gasto de operación a su 

cargo. 

II. Acuerdo por el que se establecen las 

disposiciones para la operación del 

Programa de Mediano Plazo, de fecha 5 

de febrero de 2009. 

Leyes referidas a intereses particulares. I. Convenio de Colaboración para 

consolidar el combate a la corrupción y 

la transparencia que, entre otros, busca 

que la política de transparencia se 

convierta en un instrumento eficaz de 

combate a la corrupción. 

Falta de dirección de la legislación (a niveles 

normativos altos). 

I. Emisión del acuerdo por el que se 

emiten los Lineamientos para la 

conducción y coordinación de las 

relaciones del Poder Ejecutivo Federal 

con el Poder Legislativo de la Unión. 

II. Generación de diversos programas 

como el de fortalecimiento de las 

instituciones democráticas a fin de 

lograr legislativas que transformen el 

orden jurídico. 

No hay claridad respecto a cuándo debe 

modificarse una ley. 

I. Seguimiento al Acuerdo por el que se 

emiten los lineamientos para la 

elaboración, revisión y seguimiento de 
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iniciativas de leyes y decretos del 

Ejecutivo Federal. 

Diferencias sustanciales en la legislación local 

crean una protección y garantía de derechos 

diferenciada. 

I. Emisión de la Iniciativa de la Ley 

General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes, la cual fue 

aprobada por el Poder Legislativo. 

II. Creación del Sistema Nacional de 

Protección Integral de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes. 

III. La Agenda para el Desarrollo Estatal se 

enmarca en la línea de acción 

orientada a Promover el desarrollo de 

capacidades institucionales y modelos 

de gestión para lograr administraciones 

públicas estatales y municipales 

efectivas. 

IV. COFEMER brinda asesoría técnica en 

materia de mejora regulatoria a 

entidades federativas y municipios. 

Disparidad en la calidad de servicios y en la  

eficiencia de servidores públicos. 

I. Existe la Ley del Servicio Profesional de 

Carrera en la Administración Pública 

Federal. 

II. Dar cumplimiento a los programas: 

Programa Anual de Capacitación de 

Órganos de Vigilancia y Control (PAC-

OVC) y Programa Anual de 

Capacitación (PAC). 

III. En el ámbito local, el Instituto Nacional 

para el Federalismo y el Desarrollo 

Municipal (INAFED) da cursos de 

capacitación y profesionalización a 

funcionarios públicos municipales. 

IV. Se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación el Decreto que establece la 

Estrategia Integral de Mejora 
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Regulatoria del Gobierno Federal y de 

Simplificación de Trámites y Servicios. 

Diversidad de criterios al interior de la 

Administración Pública Federal. 

I. La Consejería Jurídica del Ejecutivo 

Federal tiene la atribución de coordinar 

en materia jurídica a las dependencias 

y entidades de la Administración 

Pública Federal, a través de Presidir la 

Comisión de Estudios Jurídicos del 

Gobierno Federal; asimismo, le 

corresponde procurar la congruencia 

de los criterios jurídicos de las 

dependencias y entidades. 

Insuficiente información y asesoría sobre 

trámites, servicios y procedimientos. 

I. El Ejecutivo Federal busca facilitar el 

acceso a información respecto de 

trámites, procedimientos y servicios 

mediante la Plataforma gob.mx. 

Trámites complejos I. Implementación del Programa de 

Simplificación de Cargas de COFEMER. 

II. Implementación del Programa de 

Mejora Regulatoria. 
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Asistencia Jurídica Temprana y Justicia Alternativa 

 

 

I. Planteamiento del área de oportunidad que se identifica 

 

 El uso de los Medios Alternativos de Solución de Conflictos (MASC) en México, es limitado y 

mínimo en comparación con los procedimientos judiciales; en parte porque en materia procesal 

solo se aplican los MASC, cuando la voluntad de las partes decide someterse a ellas. 

 

 Para mejorar el acceso a la justicia de las personas, es necesario hacer una justicia menos 

compleja y costosa. 

 

 Se requiere personal capacitado para gestionar conflictos comunitarios, como problemas entre 

vecinos y condóminos. 

 

 Se identifica por parte de la ciudadanía, una falta de confianza en instituciones, la autoridad, y en 

la impartición de justicia. 

 

 Se identifica un sentimiento ciudadano de desigualdad ante la ley. 

 

 De igual forma, se identifica en la sociedad una escasa cultura de la legalidad y la paz, así como 

una desacreditación de los valores mínimos de convivencia social, falta de respecto por los 

derechos humanos, la justicia y la democracia. 

 

 Los abogados suelen aconsejar acudir a la vía judicial, para la resolución de cualquier tipo de 

conflicto. 

 

 Se requiere fomentar una cultura de resolución amigable. 
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II. ¿Qué se ha hecho hasta hoy para atender esta situación? 

 

En México, desde 1997, se ha desarrollado el uso de la mediación en diversas entidades federativas. Por 

otra parte, la primera expedición de una Ley de Justicia Alternativa fue en 1997, en Quintana Roo. 

 

De diciembre de 2014 a julio de 2015, personal adscrito al Centro de Justicia Alternativa de la 

Ciudad de México, atendió 6,415 asuntos, cifra equivalente al 3.51% de los 182,685 asuntos que 

atendieron los Juzgados del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. 

 

 

III. Propuestas de solución 

 

 Diseño y puesta en marcha de una campaña para recuperar los principios básicos de convivencia 

social, generar confianza sobre las bondades de la resolución pacífica y colaborativa de los 

conflictos, informar sobre los beneficios de la convivencia social armónica y los beneficios de los 

MASC. 

 

 Recuperar el verdadero sentido del servicio público. 

 

 Recuperar los principios básicos de convivencia social. 

 

 Crear un directorio y una ruta crítica para la atención ciudadana y la asistencia jurídica temprana. 

 

 Generar un manual de conceptos básicos sobre los MASC. 

 

 Crear y difundir protocolos de formación y actuación de facilitadores y operadores de los MASC, 

con estándares mínimos de competencia y habilidades. 

 

 Dar a conocer la existencia de los centros, institutos e instancias de los MASC. 

 

 Demostrar que colaborar y participar en conciliaciones o mediaciones, deja mejores resultados 

que pelear. 
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 Difundir algunos beneficios del uso de los MASC, tales como rapidez, flexibilidad, imparcialidad, 

economía, equidad, mejor control de los temas a tratar, entre otros. 

 

 

IV. Iniciativa legislativa 

 

En este rubro se propone reformar el artículo 73 de la Constitución, para facultar al Congreso de la Unión 

para legislar en materia de asistencia jurídica temprana y justicia alternativa (MASC), así como expedir la 

legislación general sobre asistencia jurídica temprana y justicia alternativa (MASC). 

 

Por último, se contempla promover que las entidades federativas adecuen y fortalezcan las leyes 

o reglamentos existentes en materia de justicia cívica (infracciones, sanciones y procedimientos). 

 

 

V. Política Pública 

 

Los puntos que se proponen en este ámbito son: 

 

 Que los poderes judiciales fomenten que los operadores jurídicos den a conocer los beneficios 

de los MASC. 

 

 Que en las materias civil y familiar se invite a las partes a acudir a los MASC. 

 

 Que las entidades federativas y municipios adecuen las leyes, para reconocer a los acuerdos de 

los MASC el carácter de cosa juzgada. 

 

 Realizar ajustes legislativos para ampliar el uso de los MASC a otros sectores. 

 

 Capacitar a policías en materia de mediación policial. 

 

 Capacitar a quienes trabajan en oficinas de asistencia jurídica. 
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 Revisar y ajustar leyes y reglamentos estatales y municipales, en materia de justicia cívica o de 

barandilla. 

 

 Emitir lineamientos para que los servidores públicos puedan aprovechar los MASC. 

 

 Crear un catálogo de derechos sobre la cultura de la legalidad y resolución pacífica de conflictos. 

 

 Promover la adopción de sistemas internos de solución de conflictos por parte de organizaciones 

tales como escuelas, empresas, instituciones gubernamentales, etc. 

 

 Explorar modelos y mecanismos de auto representación, que permitan a las personas 

defenderse por si mismos ante instancias administrativas o jurisdiccionales. 

 

 Promover y fortalecer mecanismos que permitan que en las comunidades que así lo decidan, 

puedan nombrar a un mediador comunitario, con carácter honorífico, proveniente de cada 

comunidad. 

 

 Generar una red de asistencia jurídica temprana. 
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Justicia Laboral 

 
 

 

I. Planteamiento del problema 

La problemática en la impartición de justicia en materia laboral, se centra en el funcionamiento de la 

Junta Federal, las Juntas Locales y el Tribunal Federal, así como la inadecuada práctica litigiosa que se 

lleva a cabo en dichas instituciones. 

De manera específica se identificaron 21 problemas y sus causas. A continuación, 

mencionaremos los que consideramos más relevantes: 

 Uso inadecuado de la conciliación: se pacta disminución de obligaciones legales mínimas, se 

confunde la conciliación con una posibilidad de quita o descuento. 

 

 Casos de abandono de empleo que simula despido y casos de despido injustificado que simula 

renuncia. 

 

 Vicios en el patrocinio legal: los despachos de abogados hacen del litigio laboral un negocio. 

 

 Abuso del Juicio de Amparo: no existen limitantes suficientes para evitar que se abuse de este 

medio de defensa. 

 

 Casos de extorsión o simulación en emplazamiento a huelga por firma del contrato colectivo de 

trabajo. 

 

 Dificultad en la ejecución de los laudos: no existen herramientas legales para garantizar el 

cumplimiento y ejecución inmediata de un laudo que ha causado estado. 

 

 Diferencia de criterios entre las juntas y las salas: hay falta de uniformidad y congruencia entre 

las formas en que se resuelven los asuntos. 

 

 Normas obsoletas, violatorias de derechos e ineficaces: las normas jurídicas en la materia se 

encuentran alejadas de la realidad, violan derechos, son omisivas e insuficientes. 
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En 2012 se reformó la Ley Federal del Trabajo, y se publicó un nuevo Reglamento Interior y 

criterios de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje; se incorporaron conceptos como igualdad 

sustantiva, trabajo decente, discriminación por embarazo, licencia de paternidad, hostigamiento y acoso 

sexual. Sin embargo, las modificaciones legales antes mencionadas fueron insuficientes para resolver la 

totalidad de la problemática en materia de justica laboral. 

 

II. Soluciones 

Como resultado del trabajo realizado se proponen las soluciones qu3e a continuación mencionaremos. 

A. Iniciativa legislativa 

 

Se considera reformar la Ley Federal del Trabajo; la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado; la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; la Ley Federal de Responsabilidades 

Administrativas de los Servidores Públicos; el Código Penal Federal; la Ley de Amparo y los reglamentos 

internos de los tribunales laborales. 

 

B. Política Pública 

 

En este rubro se propone establecer mecanismos internos para la fácil disposición de recursos 

encaminados al cumplimiento de laudos dictados por tribunales laborales, fomentar el uso de la 

conciliación, diseñar políticas claras para la contratación de servidores públicos, promover la celebración 

de colaboración entre instituciones públicas para que auxilien con peritos a los tribunales laborales, 

entre otras propuestas. 

 

 

III. Desarrollo de las soluciones 

 

Para llevar el cabal desarrollo de las soluciones, se propone enfatizar, entre otros, los siguientes puntos: 

 

 El uso adecuado de la conciliación. 

 

 Sancionar los casos de simulación de abandono de empleo que simulan despido, y de los casos 

de despido injustificado que simulan renuncia. 

 

 Transparencia en el despido y contratación en el sector público. 
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 Combatir los casos de ofertas de reinstalación únicamente para ocultar un despido injustificado. 

 

 Sancionar a las partes que se conducen con falsedad. 

 

 Combatir el abuso del principio de oralidad. 

 

 Eliminar el abuso de las pruebas. 

 

 Combatir los casos de extorsión o simulación en emplazamientos a huelga por firma del Contrato 

Colectivo de Trabajo. 

 

 Facilitar la ejecución de laudos. 

 

 Homologar criterios entre las juntas y salas. 

 

 Eliminar normas obsoletas violatorias de derechos. 

 

 Igualdad de género. 
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Medidas para reducir la Marginación Jurídica 

 

 
I. Planteamiento del problema 

 
La marginación jurídica se entiende como la condición en la que viven personas que carecen de 

documentos oficiales como los que se utilizan para acreditar su identidad, actas de estado civil, títulos de 

propiedad y testamentos. Resulta necesario combatir esta problemática, porque es un claro obstáculo 

para el acceso a la justicia. 

 

A pesar de que se reconoce a nivel constitucional el derecho a la identidad y a ser registrado, aún 

existen problemas en materia de marginación jurídica relacionados con la estructura estatal, la 

operación del sistema, así como con la ciudadanía. 

 

La disparidad en la legislación local, la falta de homologación en los procedimientos de registro 

civil, y la accidentada ortografía en ciertas regiones, son ejemplo de las carencias en la materia. De 

manera general, el principal problema es originado por la falta de inscripción de las personas en el 

registro civil, y por la inscripción irregular o inexistente de las propiedades en el registro público de la 

propiedad. 

 

La marginación jurídica en la que se encuentra un gran sector de la población, afecta de manera 

directa los derechos fundamentales a la identidad y a la propiedad, lo que representa un obstáculo al 

acceso de diversos servicios públicos. 

 

Es importar mencionar que el derecho a la identidad y a ser registrado, es un derecho 

fundamental consagrado en el artículo 4 de nuestra Constitución y por diversos instrumentos 

internacionales ratificados por México.  

 

Por su parte, el derecho a la propiedad establecido en el artículo 27 constitucional, es medular 

para el crecimiento económico y el desarrollo social. El garantizar este derecho se traduce en mayores 

niveles de seguridad, confianza y facilidad para las inversiones y el crédito. 

 

Lamentablemente, las barreras culturales, la falta de certeza jurídica de la propiedad y la 

tramitación de documentos respectivos, las limitantes de índole geográfico son, entre otros, factores que 

condicionan y merman el goce de los derechos antes mencionados. 
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II. Soluciones 

 

A. Iniciativa legislativa 

 

Se propone reformar la Constitución para otorgar al Congreso de la Unión la facultad de emitir la ley 

general sobre registros civiles. También se contempla la elaboración de una ley general que armonice y 

homologue la organización y funcionamiento de los registros públicos inmobiliarios y de personas 

morales y los catastros municipales. 

 

B. Política pública 

 

Se propone implementar acciones en materia de registro civil, para lo que se necesita implementar, 

entre otras, las siguientes acciones: 

 

 Establecer formatos accesibles de inscripción. 

 

 Estandarizar las actas del estado civil. 

 

 Fijar medidas de seguridad electrónicas. 

 

 Diseñar mecanismos que permitan la consulta y expedición remota de actas del Registro Civil. 

 

 Crear mecanismos alternos para la atención de grupos vulnerables. 

 

 Homologar costos de actas de nacimiento, así como la captura de datos. 

 

 Simplificar los procedimientos de corrección, rectificación y aclaración de actas. 

 
 

Por otra parte, también se propone la realización de acciones para los registros inmobiliarios y de 

catastros, entre ellas se encuentran la siguientes: 

 

 Establecer medidas de alta seguridad para el registro de los títulos de propiedad. 

 

 Simplificar procedimientos y requisitos, así como homologar costos. 

 

 Agilizar la expedición de documentos mediante el uso de recursos tecnológicos. 
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 Implementar mecanismos de comunicación en línea y de forma inmediata entre todos los 

registros y catastros. 

 
 

Con estas y otras acciones complementarias, la principal pretensión es garantizar el goce de los derechos 

fundamentales de la población en materia de identidad, a ser registrado y a la propiedad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


